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Introducción 

El Protocolo de Minnesota es el instrumento internacional que los Estados miembros a la 

Organización de las Naciones Unidas, utilizan cuando estos realicen investigaciones para 

determinar la responsabilidad penal de aquellas personas vinculadas en el ámbito interno 

a  ejecuciones extrajudiciales o arbitrarias, ejecuciones sumarias, ejecuciones 

extralegales, ejecuciones judiciales y ejecuciones legales; todas estas se engloban en el 

término muertes potencialmente ilícitas.  

El objetivo de la presente contribución es orientar a todos los vinculados con el área de la 

investigación penal respecto de la necesidad de realizar investigaciones en materia de 

Derechos Humanos con estándares internacionales que soporten el paso inclemente del 

tiempo, lo cual permitirá garantizar a la sociedad tener verdadero acceso y ejercicio del 

derecho a la verdad, la reparación a las víctimas directas y dar garantías de no repetición 

y derivara irremediablemente en la consecución de los fines de toda investigación donde 

la verdad fáctica coincida con la verdad procesal. De nuestro análisis concluimos la 

necesidad imperativa de estandarizar la metodología de trabajo en investigaciones de 
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muertes potencialmente ilícitas con carácter imperativo y no solamente como un estándar 

orientativo.  

Consideraciones generales 

Los derechos humanos descansan sobre los principios de la dignidad y la libertad del ser 

humano; en este sentido, se afirma que toda persona posee una serie de derechos 

fundamentales que deben ser universalmente reconocidos. Al respecto, Recasens Siches 

señala que: El pensamiento de la dignidad consiste en reconocer que el hombre es un ser 

que tiene fines propios que cumplir por sí mismo y no puede ser un medio para cumplir 

fines ajenos a los propios. 

Lo que hoy conocemos como Protocolo de Minnesota sobre la Investigación de Muertes 

Potencialmente Ilícitas en el año 1991 tenía el nombre oficial “Manual de las Naciones 

Unidas sobre la Prevención e Investigación Eficaces de las Ejecuciones Extralegales, 

Arbitrarias o Sumarias” y complementa los Principios de las Naciones Unidas relativos a 

una Eficaz Prevención e Investigación de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o 

Sumarias del año 1989. 
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Se elaboró mediante un proceso de expertos dirigido por el Minnesota Lawyers 

International Human Rights Committee, cuya motivación fue la toma de conciencia de la 

inexistencia en esos momentos de una clara referencia internacional que sirviese de guía 

práctica para los encargados de llevar a cabo la investigación de muertes ocurridas en 

circunstancias sospechosas. 

En 2014 el Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, 

Christof Heyns, en colaboración con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos, inició un proceso para revisar y actualizar el 

Protocolo cuya revisión tuvo lugar en el año 2016. 

Objetivo 

Analizar el Protocolo de Minnesota como instrumento para estandarizar las 

investigaciones de muertes potencialmente ilícitas  

Protocolo de Minnesota sobre la Investigación de Muertes Potencialmente Ilícitas  

Se considerará una muerte potencialmente ilícita de acuerdo a lo indicado en el Protocolo 

de Minnesota principalmente cuatro (04) situaciones: 
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1) La muerte que pudo ser causada por acción u omisión del Estado, de sus órganos 

o agentes, o que puede ser atribuida al Estado, en razón de la existencia de una 

violación donde el Estado tiene la obligación de respetar el derecho a la vida. 

2) Cuando se sobreviene la muerte de una persona privada de libertad, o que se 

encontraba bajo la custodia del Estado, sus órganos o agentes en cualquiera de 

los recitos de reclusión oficiales o de otro tipo.  

3) La muerte que se genera por el incumplimiento del Estado de preservar la vida.  

4) Toda muerte ocurrida en circunstancias donde se sospeche que el Estado fue el 

causante o se abstuvo ilícitamente de prevenirla.  

Al momento de desarrollar una investigación en donde se sospeche la muerte de forma 

potencialmente ilícita es necesario entender de forma prioritaria una definición de 

Derechos Humanos que se ajuste a los estándares internacionales.  

En este sentido, según la teoría ius naturalista, los derechos humanos son innatos pues 

le pertenecen al individuo debido a su propia condición, ya que la existencia de los 

derechos no depende del reconocimiento del Estado, sino que derivan de la propia 
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naturaleza y dignidad del ser humano. Asimismo, se afirma que los derechos humanos 

son de contenido extrapatrimonial, por cuanto no pueden ser reducidos a una mera 

valoración económica, aun cuando resulta imperativo que las reparaciones derivadas de 

la violación de derechos humanos, conllevan a un resarcimiento económico. 

Igualmente, los derechos humanos son inalienables e intransferibles, es decir, 

irrenunciables, incluso por sus propios titulares sin que sea factible que puedan cederse o 

canjearse. Por último, son universales e indivisibles puesto que sus titulares son hombres 

y mujeres sin distinción de raza, credo, sexo, edad, ideología y condición social; siendo 

tutelados tanto por las legislaciones internas como por el derecho internacional de manera 

general ya que su exigibilidad es uniforme y no hay derechos más exigibles que otros. 

Frente a esta definición y con el objetivo de aproximarnos de manera más certera a la 

obligatoriedad por parte de los Estados parte del Sistema Interamericano de los Derechos 

Humanos de utilizar el Protocolo de Minnesota para ejecutar sus investigaciones en el 

ámbito interno es imprescindible detenernos en la técnica legislativa utilizada para su 

creación denominada derecho blando o soft law. 
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El Derecho Blando o Soft Law constituye una técnica legislativa que ha permitido la 

creación de directrices no vinculantes a seguir por los Estados en la regulación de los 

derechos humanos a los fines de facilitar la suscripción de tratados internacionales para 

resguardar derechos inherentes al individuo (Bermúdez, Aguirre, Manasía, 2006, parr. 1)  

Generalmente el ámbito del soft law se analiza en oposición al denominado hard law, 

entendiendo éste como aquellos instrumentos o prácticas generales con carácter 

obligatorio cuyo incumplimiento puede ser exigido por las vías institucionales de solución 

de conflictos y derivar en la responsabilidad internacional del Estado. Este modelo de 

aproximación al fenómeno desde la contraposición formal soft law/hard law busca 

identificar como derecho (hard) solamente aquellas normas que hayan sido producidas 

mediante las denominadas "fuentes" tradicionales del derecho internacional, en particular, 

mediante los tratados y la costumbre, dejando fuera del ámbito de lo jurídico otras 

manifestaciones de voluntad de los sujetos de derecho internacional. (Del Toro, s.f, parr. 

26) 



70 
 

Revisando la jurisprudencia la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado, 

en numerosos casos, indica  que el Protocolo de Minnesota deberá ser aplicado por los 

Estados miembros del Sistema Latinoamericano de protección de los derechos humanos, 

cuando realicen investigaciones para determinar la responsabilidad  interna de aquellos 

ciudadanos presumiblemente implicados en hechos que deriven en vulneración de 

Derechos Fundamentales, específicamente de muertes potencialmente ilícitas.  

Es importante observar que el protocolo de Minnesota tiene como objetivo fundamental 

estandarizar bajo parámetros mínimos según el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos la obtención y producción de pruebas para que eso de forma inminente genere 

como resultado una investigación eficaz y que nos aproxime a la verdad de los hechos.   

Pese a esto es necesario indicar que el Protocolo de Minnesota al haberse emitido bajo 

un procedimiento que no encuadra en alguna de las fuentes del Derecho Internacional en 

principio no sería vinculante para los Estados, para superar este particular y exigir su 

aplicabilidad en los procesos penales internos, la Corte Interamericana de los Derechos 

Humanos sostiene que lo establecido en el Protocolo contiene ciertos deberes contenidos 
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en la Convención Americana de sobre Derechos Humanos, específicamente deriva del 

compromiso que asumen en razón de lo establecido en los artículos 1.1, articulo 8 sobre 

las garantías judiciales, articulo 25  protección judicial - garantías de acceso a la justicia 

de la Convención Americana de los Derechos Humanos.  

Al realizar este análisis es necesario indicar que la Corte al orientarlo e interpretarlo de 

esa manera de forma indirecta señala que la única forma de realizar una investigación  

eficaz que incluye pues una investigación seria, imparcial y efectiva de lo acaecido es 

cumpliendo con los estándares mínimos establecidos en el Protocolo de Minnesota.  

Superada la duda respecto de la obligatoriedad del uso del Protocolo de Minnesota para 

la realización de las investigaciones donde se presuma la existencia de una muerte 

potencialmente ilícita, es indispensable señalar que los mismos criterios aplican para la 

aplicación del Protocolo de Estambul para la investigación en casos de tortura, tratos 

crueles, inhumanos y degradantes.  
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Requisitos mínimos que deben cumplir las investigaciones realizadas con Protocolo de 

Minnesota  

De acuerdo a lo establecido en el Protocolo los requisitos mínimos que debe cumplir una 

investigación son: 

1) La identificación de la víctima 

2) La recolección y preservación de pruebas relacionadas con la muerte con el fin de 

ayudar en el potencial procesamiento de los responsables 

3) La identificación de posibles testigos 

4) La obtención de sus declaraciones en relación con la muerte 

5) La determinación de la causa, manera, lugar y tiempo de la muerte, así como 

cualquier patrón o práctica que pueda haber provocado la muerte. 

6) La distinción entre muerte natural, suicidio y homicidio 

7) La identificación y aprehensión de la o las personas involucradas en la muerte y  

8) La presentación de los presuntos perpetradores ante un tribunal competente 

establecido por ley. 
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Derecho a la verdad y su importancia en el Derecho Internacional 

El derecho a la verdad suele ser utilizado en contexto de graves violaciones a los derechos 

fundamentales es el derecho invocado de forma preferente por las victimas secundarias 

en razón de la necesidad de obtener información real, oportuna y veraz respecto de las 

condiciones de modo, tiempo y lugar en el cual se dieron los hechos, así como las razones 

o motivación por las cuales se generó y quienes participaron en tales actos; entonces el 

Derecho a la Verdad se invoca cada vez de forma más recurrente en el contexto de las 

violaciones manifiestas de los derechos humanos y las infracciones graves del derecho 

humanitario. Las víctimas y los parientes de víctimas de ejecuciones sumarias, 

desapariciones forzadas, desapariciones, exigen saber qué sucedió. 

“El Estado está obligado a combatir la situación de impunidad […] por todos los 

medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de 

derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares, quienes 

tienen derecho a conocer la verdad de los hechos. Este derecho a la verdad, al ser 

reconocido y ejercido en una situación concreta, constituye un medio importante de 
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reparación y da lugar a una justa expectativa de las víctimas, que el Estado debe 

satisfacer. […] los familiares de las víctimas tienen el derecho, y los Estados la 

obligación, a que lo sucedido a aquéllas sea efectivamente investigado por las 

autoridades del Estado, se siga un proceso contra los presuntos responsables de 

estos ilícitos y, en su caso, se les impongan las sanciones pertinentes.” Corte 

Interamericana de Derechos Humanos - Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay, 

Sentencia de 22 de septiembre de 2006, Serie C No. 153, párr. 164-165. 

La determinación de la verdad en una grave violación a los derechos fundamentales y la 

sanción de los responsables de esas violaciones se encuentran directamente vinculadas 

con el deber de reparación como finalidad de toda investigación en la cual se demuestra 

la responsabilidad estatal frente a un acto violatorio de los derechos humanos. 

De la misma manera las investigaciones en este sentido están íntimamente al combate de 

la impunidad en estos delitos que no solo generan víctimas de manera directa o indirecta 

sino además un flagelo social que en muchas de las ocasiones solo puede ser sanado por 

el transcurrir del tiempo, al respecto la Corte Interamericana de los Derechos Humanos se 
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ha referido de forma reiterada al vínculo entre verdad, justicia y reparación de la siguiente 

manera:  

La Corte ha reconocido que el derecho a conocer la verdad de los familiares de 

víctimas de graves violaciones de derechos humanos se enmarca en el derecho de 

acceso a la justicia. Asimismo, la Corte ha fundamentado la obligación de investigar 

como una forma de reparación, ante la necesidad de reparar la violación del derecho 

a conocer la verdad en el caso concreto. 

A los fines de entender el objetivo del Protocolo de Minnesota versa en generar estándares 

mínimos que sean aplicados en las investigaciones de muertes potencialmente ilícitas y 

que estas sean transparentes, eficaces y cien por ciento auditables no solo por el Estado 

sino por los ciudadanos y organismos internacionales, ello a los fines de garantizar el 

acceso a la información, el acceso a la justicia, el derecho a la verdad y además a 

materializar una reparación para las víctimas directas e indirectas, así como dar garantías 

de no repetición.  
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Los niveles de rigurosidad del Protocolo de Minnesota como estándar mínimo obligan a 

los Estados a mejorar la calidad de sus instalaciones y laboratorios dedicados a la 

investigación penal, así  como la formación actualizada y constante de todos los 

funcionarios que forman parte de la administración de justicia. 

Muchos de los Estados miembros a la Organización de las Naciones Unidas, se 

encuentran aun intentando desarrollar todo el anclaje necesario para el abordaje de casos 

de muertes potencialmente ilícitas como lo requiere el Protocolo, sin embargo entendamos 

que existe una resistencia por parte de los Estados  a dotar y capacitar a los integrantes 

de la administración de justicia y esto viene motivado a que es el Estado el principal 

responsable de este tipo de muertes entonces no existe un interés en desarrollar estos 

temas sino por el contrario asfixiar estas áreas, sin importar la responsabilidad que esto 

puede generar a nivel internacional.  
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